CLASE POLITICA Y EDUCACIÓN: HISTORIA DE DESENCUENTROS

José Rivero

“A los gobiernos peruanos les importa un pepino lo que ocurra con la cultura y la educación en el Perú. La razón: creen que no les dan votos”

Alonso Cueto  ( Perú 21 - 6.03.06)
En el Perú la opción, con diversos matices, por un modelo que ha posibilitado equilibrios macroeconómicos pero a la vez  crecientes procesos de concentración de la riqueza y de exclusión social, ha determinado que en lo educativo las políticas sociales se reduzcan a  tratar que los pobres puedan asistir a una escuela pública sin recursos mientras que el sector privado y el mercado asumen la educación del sector moderno y con más posibilidades de ser productivo. Tanto el proceso económico como el de democratización política se ponen en riesgo con esta polarización.

Si la lógica de los cambios educativos que se trata de desarrollar en nuestro país quedara sujeta sólo a las demandas de los procesos productivos y del modelo económico imperante, la polarización se acentuará. Si por, otro lado, dichos cambios enfatizaran la directa acción de la pedagogía en el logro de aprendizajes efectivos sin considerar la condición de país fragmentado, diverso y con graves elementos de exclusión social, los efectos serán similares a los que han desnudado las pruebas de evaluación nacionales e internacionales y que han dado lugar a que nuestra educación sea declarada en emergencia. 

De allí la enorme importancia que tiene la variable política para enfrentar todo desafío de cambio educativo. 

Esta variable política será factor importante en el éxito o fracaso de un cambio sostenido de la educación en todo país. Si nos remitimos a  trabajos de análisis comparado entre reformas educativas latinoamericanas producidas en la región en la anterior década, se señala que éstas, desde el punto de vista político, de algún modo u otro han abordado el tema de los consensos y de los acuerdos, el tema de la descentralización, el de mayores recursos para la educación y el tema de los contenidos en términos de valores, de socialización política y cultural y de participación.

¿Podemos asociar a la clase política peruana a un escenario similar?

Todo parece indicar que no. Más aún, el que en nuestro país no se haya desarrollado reforma educativa alguna desde la que se diera durante los años setenta, y que el nivel de nuestra educación, sobre todo la pública, tienda a ser cada vez más precario, son elementos indicativos de un divorcio de esa clase respecto a sus indelegables responsabilidades en materia educativa.
Existe la idea generalizada de que nuestros políticos toman la educación como un tema más de su gobernabilidad tradicional, como parte del toma y daca que ponen en acción cuando pueden obtener alguna ventaja. Subsiste la percepción de que gran parte de su interés en el sector educación deriva de seguir siendo éste el más grande aparato burocrático que llega a los últimos rincones del país. Sucesivos gobiernos (a los nacionales deben sumarse esta vez los regionales) siguen dando la penosa impresión de que el Estado es una suerte de botín que debiera servir en primer lugar a los militantes o amigos que posibilitaron tal o cual elección.

Son múltiples los ejemplos que refuerzan los anteriores juicios. Limitémonos a señalar cinco escenarios de este desencuentro entre lo político y lo educativo en el Perú.

Escenario 1: Magisterio desengañado
Son escasas las evidencias de que el Estado y la sociedad peruana hayan dado importancia específica al maestro como profesional y servidor público.

Las preguntas básicas no han sido resueltas y en algunos casos, ni siquiera planteadas: ¿Quién es el maestro? ¿Cómo vive? ¿Cómo motivarlo más y fortalecer su autoestima? ¿Cómo elevar su desarrollo humano atendiendo su propia educación y salud?

La vinculación Estado – magisterio ha estado históricamente referida a conflictos respecto a mejores salarios; algunas prolongadas huelgas han sido corolario de esos conflictos.

El caso de la actual Ley del Profesorado (Ley 25212) sea tal vez el que mejor grafique el divorcio entre la clase política y el magisterio nacional. 

Es sintomático que la dación de los dispositivos legislativos y estatutos que norman actualmente la vida docente hayan coincidido con la culminación de los períodos presidenciales de Fernando Belaúnde y de Alan García. La aprobación del actual estatuto docente se dio en 1985 cuando expiraba el segundo belaundismo y la reglamentación de esta ley recién fue aprobada en mayo del año 1990, en el último trimestre del gobierno aprista. En ambos casos se opta por acuerdos con el gremio docente con evidentes elementos de tinte populista, pensándose que el costo de su ejecución sea asumido por el siguiente gobierno. El régimen de Fujimori ignoró y “congeló” la aplicación de esos dispositivos legales durante la década de su gestión, reforzando una vez más la desconfianza entre los maestros sobre el comportamiento de quienes tienen a cargo la administración del Estado.

La defensa que hacen del presente estatuto dirigentes gremiales del magisterio se estrella contra una dura realidad: su inaplicabilidad financiera. Además, los diez años fujimoristas silenciando este instrumento legislativo influyeron para que una gran masa de docentes no  lo conozca ni lo haga suficientemente suyo.  

Otro ejemplo que abona lo anterior es el referente al denominado Colegio de Profesores. La ley 25231 de su creación se aprueba y promulga también al borde de la extinción del gobierno del Presidente García. Transcurrieron 13 años de la no aplicación de esta ley y se recurre a ella coincidiendo con la finalización de la huelga magisterial en junio del 2003, alentándose desde el Ministerio de Educación la concreción de esa entidad combinando entre sus propósitos tanto la necesidad sentida de este Colegio como el levantar una alternativa institucional al sindicato docente.

Escenario 2: Incompetencia para asumir reformas integrales

La década pasada fue absolutamente contradictoria. Coincidieron en ella afanes de reforma educativa en la mayoría de países o limitarse a tratar de modernizar la educación, como fue en el caso peruano. Dichas políticas fueron adoptadas contando con préstamos y asesorías internacionales, en medio de una tendencia de homogenización regional (focalización en la pobreza, programas compensatorios, "mejoramiento de la calidad", visión sectorial de la educación, devaluación del rol de los docentes, tendencias privatizadoras, etc,)

El Perú fue uno de los escasos países que no se animó a iniciar el camino de una reforma educativa aprovechando los créditos obtenidos de los organismos financieros internacionales. Ello se dio a pesar de contar con elementos que lo demandaban urgentemente.

A solicitud del Ministerio de Educación (MED) las agencias internacionales PNUD, GTZ, Banco Mundial y UNESCO (OREALC) elaboraron durante 1993, en diálogo con representantes del Estado y de la sociedad civil de entonces, el informe titulado “Diagnóstico general de la educación”. Una de las principales conclusiones a las que se llegó en él fue que, si bien el sistema educativo peruano tenía importantes índices de acceso a la educación en los niveles preescolar, primario, secundario y universitario – respecto a los demás países de la región latinoamericana - , la situación de la calidad impartida era particularmente crítica. Seis fueron los aspectos más resaltantes de ese diagnóstico: (a) Ausencia de un programa nacional de educación; (b) Carencia de inversión en el sector. (c) Burocracia rígida unida a un exceso y superposición de normas y procedimientos predominando la gestión administrativa y financiera sobre la pedagógica.(e) Falta de idoneidad del currículo para la educación básica. (f) Carencia de materiales educativos pertinentes (g) Deterioro y falta de infraestructura y mobiliario escolar. El documento explicitaba con sólidos argumentos cada uno de estos elementos críticos y la necesidad de organizar respuestas sistémicas.

La principal respuesta a esa situación se asemeja a otras similarmente ensayadas por agencias de cooperación financiera vía préstamos en países de la región. La opción educativa del régimen fue construir indiscriminadamente locales escolares pensándose más en aumentar las posibilidades de reelección que en mejorar la calidad educativa.

El afán publicitario de Fujimori por vender la idea de que estábamos construyendo “la mejor” educación latinoamericana tuvo su epílogo en los pobres resultados peruanos en la evaluación comparada de la UNESCO. El Perú fue el único país cuyo gobnierno prohibió a dicha institución divulgar esos resultados.  

Escenario 3: Indiferencia frente a demandas educativas del Informe CVR 
La Comisión de Verdad y Reconciliación, encargada del informe sobre los efectos de la violencia y la  acción del terrorismo en el país enfatizó que un área particularmente crítica es la de la escuela rural, especialmente en las zonas afectadas por la violencia. Sugería, entre otras tareas, las siguientes de tipo educativo: (a) La atención urgente a la población más vulnerable, empezando por los más pequeños de las zonas más necesitadas; (b) Impulsar un plan de alfabetización con prioridad para la mujer adolescente y adulta de las zonas rurales; (c) Redefinir la educación en cuanto a contenidos, metodologías y cobertura, en función de las capacidades de acceso al mercado laboral, poniendo énfasis en la población rural; y (d) Devolver la dignidad y dar calidad a la educación rural.

El 28 de agosto del 2003 la Comisión de la Verdad y Reconciliación presentó a los poderes del Estado, y a la Nación en su conjunto, los nueve volúmenes y anexos de su informe final, a los que se añadió, pocos meses después, la versión resumida titulada “Hatun Willakuy” (en quechua: «gran relato»), a través de la cual se quiso rendir homenaje a las miles de personas que confiaron sus historias de tragedia y dolor.
Ha transcurrido suficiente tiempo como para aseverar que los gobernantes y la clase política, con escasas excepciones, no han asumido las demandas de este importante informe. Mas aún, el balance sobre el cumplimiento de sus recomendaciones es fundamentalmente negativo y las señales de una voluntad política de incorporar el mensaje de la CVR en las decisiones de Estado son débiles o inexistentes. 

El país sigue en deuda con las víctimas de la violencia denunciada; la ausencia de respuesta educativa acorde con lo demandado, es parte de una deuda mayor confirmando que la desigualdad por diferencias étnicas sigue siendo pesado lastre nacional.
Escenario 4: Los desacuerdos frente al Acuerdo

El Perú invierte solo US$ 251 anuales por alumno. Argentina quintuplica, Brasil, cuadruplica, Chile triplica y Costa Rica duplica nuestra inversión por estudiante. En esas condiciones es imposible pensar en mayores niveles educativos y la consiguiente competitividad respecto a países de la región latinoamericana.

Desde julio del 2002 el Foro del Acuerdo Nacional
 planteó que la participación de educación en el PBI debe llegar a 6% con incrementos anuales no menores de 0,25%.
 Este es uno de los escasos planteamientos con cifras imperativamente demandantes en dicho Foro. 
A partir de ser declarada la educación en emergencia, dicho Foro encomendó al Consejo Nacional de Educación (CNE) encargarse de estimular un Pacto Social de Compromisos Recíprocos por la Educación, vinculándosele a la obtención de logros concretos en los aprendizajes de los estudiantes, a la obtención de más recursos presupuestales mejor utilizados, a la modernización de la política magisterial y la moralización del sector educación. 
Respecto a la demanda de mayor presupuesto para la educación, de poco valieron una intensa campaña del CNE en medios, la intervención de ilustres personalidades del país exigiendo esos indispensables recursos para un sector como el educativo declarado en emergencia nacional así como las especificaciones sobre estrategias de gasto prioritario y de asignación directa en escuelas y regiones. 

Cuando se aprobó el Acuerdo Nacional la relación Presupuesto de Educación/PBI era del 3.2%. Si el acuerdo de participación porcentual se hubiese cumplido el presupuesto educativo debería representar porcentajes superiores al 4% del PBI en el 2005. Lo concreto es que el Ministerio de Economía y Finanzas para el 2005, ha asignado S/. 8,899 millones al sector Educación; su participación en el PBI es del 2.9%
. 
De los recursos para bienes y servicios, lo que llega a las escuelas es la menor parte pues la administración insume la mayor cantidad de los mismos.

La clase política representada en los poderes Ejecutivo y Legislativo y en el Foro del Acuerdo Nacional una vez más no hizo honor a los compromisos pactados en favor de la educación.

Escenario 5: Una emergencia no correspondida
El 18 de julio de 2003, veinte días después de haber asumido su gestión, la presidenta del Consejo de Ministro, Beatriz Merino Lucero, se presentó ante el congreso a presentar las políticas de gobierno, agrupadas en tres rubros: política económica, política social y políticas sectoriales. Al abordar la educación, que junto al tema de la salud considera “uno de los dos principales servicios sociales básicos que debe brindar el Estados por su importante cobertura y efectos en el tiempo”, se refiere primero al bajo rendimiento escolar, “la crisis fiscal y las remuneraciones insuficientes”, para luego declarar “la Educación en estado de emergencia”. 

En su discurso del 28 de julio de ese año el presidente Toledo señaló un “punto de quiebre” dictando quince medidas para guiar el nuevo rumbo del país. La primera medida se refería a una “reforma Tributaria en 90 días”, en la que se establezcan los   impuestos con los que financiar a educación, salud, seguridad, desarrollo vial, para que estos ingresos fiscales no se queden en la burocracia. La segunda medida que expuso fue la del “Programa Nacional de Emergencia Educativa” que sería orientado por la Ley General de Educación , la “declaratoria de Emergencia de la Educación” y las “políticas Décimo Segunda y Décimo Sexta del Acuerdo Nacional”. 
¿Cuáles fueron las razones para tomar tan drástica decisión administrativa?

Desde el punto de vista internacional los bajos resultados de la evaluación comparada UNESCO y el último lugar entre 42 países participantes en la Prueba PISA que medía fundamentalmente la capacidad de leer y entender textos de los jóvenes de 15 años partícipes en esta prueba evaluativo.

Influyó también la Evaluación Nacional del Aprendizaje correspondiente al año 2001, realizada entre cuarenta mil estudiantes por el Ministerio de Educación, que arrojó resultados pavorosos sobre todo para los centros de educación pública. Apenas el 44,6% de los niños que se educan en los planteles estatales de Lima tienen capacidad para comprender elementalmente un texto que leen; el 56,4% restante no lo entiende. Las escuelas rurales y las poblaciones bilingües expresan  mucho más dramáticamente esos bajos resultados.
La declaración de emergencia educativa exigió al MED readecuar sus prioridades de acción
. Sin embargo, el Programa Nacional de Emergencia Educativa no ha significado una convocatoria al país ni un esfuerzo de movilización nacional para enfrentar colectivamente la dramática situación que le dio origen
. 

Dicho programa tenía entre sus propósitos, oficialmente explicitados, asegurar los requerimientos económicos exigidos por la emergencia y comprometidos en el Acuerdo Nacional así como impulsar el recientemente creado Fondo Nacional de Desarrollo de la Educación Peruana (FONDEP). A pesar de esa intencionalidad, la emergencia se enfrenta sin presupuesto propio ni fondos adicionales; el plan se reduce a tratar de organizar mejor y hasta innovar las acciones propias de toda administración educativa
. Uno de los puntos que grafica mejor esa incongruencia se expresa en el caso del FONDEP, organismo clave en la nueva Ley General de Educación para financiar iniciativas y proyectos de desarrollo diferentes a las acciones rutinarias del sector; este fondo nace con sólo 2 millones de soles (US$ 571,000 dólares) que contrastan con los 45 millones dólares asignados al recientemente creado Fondo de Defensa Nacional.
Un reciente análisis sobre la acción del Estado en esta emergencia educativa
 tiene apreciaciones críticas como las siguientes: 
· Es necesario destacar en primer lugar que la situación que provocó la declaratoria de emergencia sigue teniendo hoy plena vigencia, así lo indican los resultados de la última prueba de rendimiento estudiantil aplicada en noviembre del 2004. Se mantiene  la brecha entre instituciones estatales y no estatales  a favor de estas últimas.

· El Programa de Emergencia en materia de medición de logros de aprendizaje no tuvo ni tiene una línea de base rigurosa que permitiera conocer de manera sistemática en qué medida se produjeron cambios por lo menos en las escuelas intervenidas en el programa.

· En las Orientaciones y Normas Nacionales para la gestión de instituciones educativas de educación básica del 2006, el Programa Nacional de Emergencia ha sido desactivado como programa especial. En ellas  no se hace ninguna referencia al término “emergencia” ni al Programa Nacional de Emergencia 2004 – 2006; sus diversos componentes  se subsumen  o diluyen en otras actividades.
  
	Los cinco escenarios tienen corolario en un ensayo polémico de Nicolás Lynch que es una aproximación política, más que pedagógica al tema educativo. En él hace un análisis tanto de su gestión ministerial enfatizando los obstáculos que impiden el cambio en el sector, como del desinterés de la clase política y del sindicalismo “arcaico” de la dirección del SUTEP
. Presenta dos cuadros significativos sobre la vinculación de la clase política con la educación
 :

· Refiriéndose a la Comisión de Educación del Congreso, afirma: “Allí, salvo dos señoras congresistas, Mercedes Cabanillas y Gloria Helfer, que hablaban, una para atacar y otra para defender la voluntad de cambio expuesta, nadie más parecía interesarse en el tema educativo, sus intereses eran puntuales y en muchos casos personales prefiriendo tratarlos con el ministro cuando terminaba la sesión. El partido que sí se interesó casi de inmediato en el MED, aunque no por razones del tema que ocupa a ese despacho, fue Perú Posible, el partido de gobierno…cuyo interés fundamental era la captura de puestos de trabajo a como diera lugar”
· Respecto al Presidente Toledo asevera: “Dependíamos de un Presidente cuyo interés por la educación, más allá de la retórica que lo acompañaba, se ha comprobado que era mínimo. Tuvo, además la ligereza de afirmar, luego de que el suscrito se retirara del gobierno, que no conocía que se hubiera desarrollado programa de reforma alguno durante la gestión, cuando cada paso que di se lo consulté escrupulosamente en las reuniones semanales que sosteníamos, además de exponer y pedir la aprobación de las decisiones más importantes en el Consejo de Ministros”

Los párrafos seleccionados ameritan reflexionar sobre la tradicional inconsecuencia entre la retórica electoral y la realidad del ejercicio gubernamental de congresistas y gobernantes
. 


 LA EDUCACION EN LAS ELECCIONES 2006
Asociar el actual proceso electoral a la educación debiera demandar en primer término tratar de distinguir entre las candidaturas que se limitan a afirmar genéricamente su mayor interés en la educación de nuestros niños y jóvenes y las que dan argumentos para modificar el actual rumbo de nuestra educación proponiéndose hacer los cambios drásticos que la actual precariedad educativa demanda.

Las elecciones 2006 debieran significar un esfuerzo colectivo porque la señalada contradicción entre la oferta y el ejercicio político no vuelva a afectar la credibilidad ciudadana y porque se fortalezca la organización y vigencia de comunidades educativas ejerciendo vigilancia sobre el buen uso de mayores recursos que se puedan dar a la educación y para lograr efectivos aprendizajes de nuestros niños y adolescentes.
El presente proceso electoral tiene algunas características diferenciadas de anteriores comicios respecto a la educación. Señalo algunas de ellas.
1. Organización de escenarios específicos con demandas de mayor exigencia a colectividades políticas
Confirmando la creciente importancia que se comienza a dar a la educación como factor de desarrollo, por primera vez en procesos electorales se han organizado importantes conferencias y convocatorias referidas a la educación. En varias de ellas fueron explícitamente convocados los cuatro candidatos con mayor intención de voto en las encuestas de opinión; lamentablemente esta ocasión confirmó el bajo nivel de importancia que tiene la educación en sus agendas electorales; en ninguna de las convocatorias asistió personalmente más de un  candidato. 
Foro Educativo desarrolló su Conferencia “Educación y Buen Gobierno” y planteó que los candidatos reaccionaran frente a los resultados de una reciente Encuesta Nacional de Educación. El único candidato que asistió fue Valentín Paniagua del Frente de Centro.

La Universidad del Pacifico, Consigna Educación y la Corporación Andina de Fomento (CAF) organizaron  Intercampus “La Educación que queremos: 2006 – 2011”  y  con el concurso de especialistas organizaron un balotario de 22 preguntas que debieron escoger por sorteo los cuatro líderes convocados. La candidata Lourdes Flores (Unidad Nacional) asistió personalmente y Valentín Paniagua lo hizo utilizando tecnología a distancia.

La Derrama Magisterial organizó un I Congreso Internacional de Educación Encinas 2006 en cuyo programa se preveía la participación de candidaturas presidenciales. El único candidato presidencial que asistió fue Alberto Moreno del Movimiento Nueva Izquierda 

La Universidad San Martín de Porres organizó la VI Sesión de su Cátedra Perú en  programa transmitido por Canal 7 a nivel nacional con el título “El drama de la educación y las promesas electorales”. Especialistas del Frente de Centro, Unidad Nacional, Partido Aprista y Partido Nacionalista Uniendo el Perú analizaron diversos aspectos de la realidad educativa vinculándolos a sus planes de gobierno.

Transparencia, UNICEF y Save the Children en el marco de su iniciativa “Elígeme a mi, yo también cuento. Compromisos de política por la niñez peruana” organizaron paneles de discusión con representantes de ocho fuerzas políticas para abordar los Planes de Gobierno en materia de Infancia. Los organizadores enviaron un cuestionario de cuatro preguntas demandando respuestas escritas previas; fueron convocados los ocho  partidos que cumplieron con desarrollar las preguntas recibidas.

2. Demandas explícitas de la población 

Foro Educativo desarrolló con la organización Apoyo una importante encuesta nacional sobre educación

Sus resultados señalan con claridad una opinión colectiva desfavorable a la actual educación: La calificación promedio dada a la educación peruana fue de 11,9; un 33% de los encuestados califica como “mala” la calidad de la enseñanza.

Los cinco principales problemas que afectan a la calidad educativa tienen este orden prioritario entre los encuestados: 1) La corrupción en los diferentes niveles educativos. 2) La pobreza de las familias. 3) La baja calidad de los profesores. 4) La escasez de recursos del Estado. 5) La escasa participación de los padres de familia.

Respecto a los valores que las escuelas imparten, las respuestas se asociaron fundamentalmente a valores como “disciplina/sentido de responsabilidad”
, “respeto a las personas” y “puntualidad”. En cambio, la “alegría por el éxito de los demás”, el “espíritu emprendedor”, la “perseverancia” y la “actitud no discriminatoria” ocuparon los últimos rangos valóricos.

Un 50% de los entrevistados afirma que la educación actual era “mucho mejor” que la de antes, aunque un 45% asume, esperanzadoramente, que en los próximos años será “mejor” o “mucho mejor”. La educación privada para un 76% es mejor que la pública (21%). La religiosa (59%) mejor que la laica (34%). La educación que se da en Lima (67%) mejor que la de provincias (20%). La que se da en el extranjero (80%) mejor que en el Perú (11%). Las escuelas mixtas (53%) mejores que las no mixtas (40%).   

Ante la pregunta ¿Qué debería hacer el nuevo gobierno? las medidas más importantes que se sugieren como urgentes y necesaria son: Capacitación de maestros (74%) y el Aumento del presupuesto para la educación (70%). Dar mayores sueldos a docentes (54%) está ligado a la Evaluación Periódica del desempeño de maestros (47%). La Educación básica de calidad para zonas rurales representa el quinto mandato (44%) de la encuesta.
Respecto al perfil que debieran tener las autoridades educativas, alrededor del 80% de los entrevistados afirman que para ser buen ministro, director regional o director de una institución en el sector educativo se necesita como principal característica la honestidad y la honradez. Al buen ministro de educación se le demanda como segunda cualidad “tener autoridad/capacidad de mando”, al buen director regional “ser buen administrador” y al buen director de colegio “ser buen pedagogo/maestro” 
3. Proyecto Educativo Nacional y construcción de Proyectos Educativos Regionales 

La actual difusión y debate - más limitados del que desearan sus impulsores - del Proyecto Educativo Nacional y la activa presencia de la sociedad civil en la construcción de varios Proyectos Educativos Regionales, dan nuevos parámetros al debate educativo  electoral, demandándose a las diferentes candidaturas posición frente a estos mecanismos y propuestas considerando el largo plazo.
En todos los eventos mencionados en el precedente punto 1 se hizo explícito énfasis en la importancia de considerar como referente del cambio educativo demandado a la propuesta de Proyecto Educativo Nacional (PEN) por el Consejo Nacional de Educación. En un país como el nuestro donde la opción por la coyuntura y la no continuidad de políticas es común en materia educativa, este PEN, su debate y concreción,  constituyen un real test a la visión de la Educación como política de Estado en las diferentes propuestas electorales en juego.  
4. Principales énfasis educativos de algunos programas de gobierno

Si bien no es propósito de este trabajo un análisis pormenorizado de las políticas educativas en los correspondientes Planes de Gobierno, importa señalar algunos consensos destacables, como la  coincidencia en señalar el carácter severo de la crisis educativa y la necesidad de priorizar el sector educación incrementando su participación en el presupuesto de manera significativa (la mayoría hace alusión a lo demandado por el Foro del  Acuerdo Nacional de incrementar anualmente no menos del 0,25% del PIB). 
Por razones de espacio me limito a señalar los diferentes énfasis en las cuatro candidaturas presidenciales con mayor intención de voto. 

El APRA prioriza el programa de matrícula oportuna y enfatiza la ampliación de la jornada de educación escolar incrementando una hora diaria  en los turnos diurnos y utilizando los sábados; explicita  una jornada semanal docente de 30 horas. Fortalecerá la atención integral de la primera infancia. Transferirá INFES a regiones para mejorar la infraestructura escolar. El soporte del programa “Sierra exportadora” será la educación superior no universitaria. Implementará el Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad educativa. Impulsará el canje de deuda por educación. Modernizará la Carrera Pública Magisterial.

El Frente de Centro anuncia una Revolución Educativa teniendo como base el Proyecto Educativo Nacional que se acuerde sobre la base del planteado por el CNE, el que se aprobaría en los primeros 60 días de legislatura. Se propone una nueva Ley de Carrera Pública Magisterial, la expansión del nivel de educación inicial, un promedio de escolaridad no menor de 8 años y secundaria completa para 9 de cada 10 peruanos. Articulará el sistema educativo con sectores de la producción y convertirá la educación universitaria y tecnológica como motor del cambio. Enfatizará la descentralización y regionalización del sistema educativo

El Partido Nacionalista Uniendo el Perú enfatiza los aspectos interculturales y productivos en el currículo y la gestión y en el logro de los aprendizajes. Prioriza la atención intersectorial a la primera infancia y lograr estándares de comprensión lectora disminuyendo la exclusión en los dos primeros grados. Demanda una nueva Ley de Educación Superior poniendo en ejecución un sistema de evaluación  acreditación de la calidad y pertinencia. Se propone la reestructuración el MED y una descentralización educativa. Recuperación del prestigio magisterial vía avances de aprendizajes, con una reorientación de formación docente y una remuneración adecuada.
Unidad Nacional remarca elevar la calidad educativa en la Escuela Pública creando una Superintendencia de Educación encargada de medir estándares del rendimiento escolar y acreditar instituciones educativas (asume el planteamiento del Banco Mundial de “lectura y comprensión de 60 palabras por minuto”). Nueva Ley de Carrera Pública Magisterial. Se propone erradicar el analfabetismo dando prioridad a la mujer rural e innovar la formación técnico productiva, replicando buenas prácticas de SENATI y SENCICO. Especifica la necesidad de un diálogo permanente que permita, entre otros aspectos, erradicar la corrupción administrativa
Hay, sin embargo, algunas notorias ausencias: en las cuatro propuestas no existe referencia explícita sobre las importantes demandas educativas - aún no cumplidas - de la Comisión de Verdad y Reconciliación.

� Documento publicado en la Revists PAGINAS Volumen XXXI Nº 198, Abril 2006. Centro de Estudios y Publicaciones, Lima. Perú 


� Miembro del Consejo Nacional deEducación y de Foro Educativo. Se desempeñó como especialista regional de la UNESCO


� Ver: José Rivero La educación peruana: crisis y posibilidad .En “Socialismo y Participación” Nº 100. Lima, febrero 2006.


� “...a pesar de contar con recursos para una ambiciosa política de renovación de la primaria y otras propuestas sobre secundaria, bachillerato y educación rural, el Ministerio desarrolla políticas de oferta sin introducir mecanismos de control de logros. Aunque el efecto de la reforma pedagógica parece haber tenido éxito en cambiar el paradigma educativo, de centrado en la enseñanza a centrado en el aprendizaje, es probable que la medida política más recordada sea la que permitió la inauguración de una nueva escuela diaria” señala Juan Fernando Vega , directivo del MED de entonces. Ver Para que la educación (pública) eduque. Instituto Peruano de Economía Social de Mercado. Lima, 2005


� Este importante Foro fue constituido el 2002 por las principales fuerzas políticas del país y por entidades representativas empresariales, sindicales, universitarias, eclesiales y de la sociedad civil; en él también están representados el Congreso Nacional y el Poder Ejecutivo . Si bien sus acuerdos y mandatos no son imperativos constituyen importante expresión colectiva de vigilancia ciudadana.


� El Acuerdo Nacional está conformado por 30 políticas de Estado orientadas por cuatro objetivos básicos: democracia y estado de derecho; equidad y justicia social; competitividad del país; y Estado eficiente, transparente y descentralizado. En la Política en Educación del Acuerdo Nacional se le dan importantes funciones sociales propias asociando éstas a una idea de desarrollo humano que demanda cambios paralelos en ámbitos sociales, políticos y económicos.


� Fuente: Sistema Integrado de Administración Financiera SIAF. Instituto Nacional de Estadística. Marco Macroeconómico Multianual. 2005


�  El incremento de recursos asignados al sector sólo cubre los aumentos remunerativos otorgados en el 2004. Las partidas de remuneraciones y pensiones representan el 85% del presupuesto de educación, restando sólo un 10% para los bienes y servicios y 5% para gastos de capital Fuente: CNE


� Los principales mecanismos administrativos que se dieron para enfrentar la emergencia fueron: (a) Resolución Ministerial 0853-2003-ED “Disposiciones referentes a la aplicación progresiva de la Ley General de Educación N° 28044, de las medidas de emergencia educativa ya dictadas, y el Programa Nacional de Emergencia Educativa 2004.” (b) Directiva N°  063 -2003-VMGP “Orientaciones y actividades para atender  la Emergencia de la Educación en el año 2003  (18 de Agosto de 2003)


� Muchas de las acciones iniciadas parecen trabarse en el propio aparato administrativo del Estado que, escindido y segmentado, no está preparado para la flexibilidad y la urgencia, no estimula la iniciativa y más bien tiende a restringir márgenes de acción.


�  Nélida Céspedes señala: ”las medidas y acciones desarrolladas hasta ahora parecen confundir la emergencia con la ejecución de un plan general de gestión ministerial...no han logrado cumplir con los objetivos planteados” “  Ver: A propósito del balance de la educación 19999 – 2003. Revista “Tarea” Nº 61. Agosto 2005.


� Ver Estrategias para afrontar la emergencia educativa: Experiencias y Opciones. Carmen Montero. OEI, Lima. Documento de trabajo. Diciembre 2005.  


� Se debe reconocer, sin embargo, que en el Ministerio de Educación hubo valiosas iniciativas aunque sin el impacto que un real compromiso gubernamental para abordar esa emergencia hubiese obtenido.


� Los últimos de la clase Aliados, adversarios y enemigos de la reforma educativa en el Perú. Fondo Editorial UNMSM. Unidad de Posgrado de la Facultad de Ciencias Sociales. Lima, 2006. N. Lynch fue ministro de educación en el período julio 2001 –  julio 2002.   


� Páginas  122 y 42 del libro mencionado


� Buen número de los actuales congresistas prometió en sus campañas electorales preocuparse especialmente por la educación y el actual mandatario como candidato insistió en prometer que su gobierno fuera recordado como “el quinquenio de la educación”.


� La Conferencia Nacional de Foro Educativo se desarrolló del 16 al 19 de enero 2006. Las otras tres fuerzas políticas convocadas estuvieron representadas por un candidato a la vicepresidencia (Partido Nacionalista), una congresista  ex - ministra de educación (APRA) y un especialista (Unidad Nacional)


� Intercampus se desarrolló el día 1º de marzo 2006. El Partido Nacionalista fue representado por su candidato a la Vice-Presidencia Gonzalo García y el educador Edmundo Murrugarra, el Partido Aprista por la congresista Mercedes Cabanillas. 


� Encinas 2006 se desarrolló del 20 al 24 de febrero. Asistieron 1.500 maestros. Las principales fuerzas políticas fueron representadas por sus especialistas


� Dicho programa se transmitió durante dos horas en la noche del sábado 4 de marzo. Participaron representando a las fuerzas políticas convocadas: Mercedes Cabanillas (APRA), Edmundo Murrugarra (Partido Nacionalista UP), Federico Prieto C. (Unidad Nacional) y Edgardo Pando (Frente del Centro). 


� Esta actividad se desarrolló los días 27 y 28 de febrero 2006. Fueron representados por especialistas los siguientes fuerzas políticas que se mencionan  en orden de presentación: Partido Aprista, Concertación Descentralista, Partido Socialista, Unidad Nacional, Partido Nacionalista UP, Partido con Fuerza Perú, Partido Alianza para el Progreso y Frente de Centro. 


� La encuesta se realizó entre el 28 de septiembre y 10 de octubre en zonas urbanas y rurales de 11 regiones del país, con una muestra de representatividad nacional. Fueron entrevistados un total de 1504 hombre y mujeres de 18 a 65 años de todos los niveles socioeconómicos.


� En este y otros resultados de la encuesta fue preocupante la escasa capacidad crítica y un evidente conformismo de los niveles socioeconómicos D y E; sus calificativos elevaron el promedio (El NSE A califica a la educación con un desaprobado 9,8 mientras el E la aprueba con 12,9 puntos) 


� Es signo de preocupación que en las expectativas de la población en relación con valores educativos, sobresalgan los de disciplina y patriotismo, entre otros, (muchos añoran el retorno de la instrucción pre-militar en los colegios). En términos generales, la gente asocia orden a disciplina, y libertad a caos e indisciplina. 
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